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OPINIÓN N.º 089-2007/DOP
Consultante:
Municipalidad Metropolitana de Lima
Asunto:
Otorgamiento de la Buena Pro
Referencia:
a) Oficio N.º 091-2007-CE-SI-CORP/MML




b) Oficio N.º 003-2007-CE-SI-CORP/MML
________________________________________________________________
1. ANTEDECENTES

Mediante el documento de la referencia a), recibido con fecha 05.09.2007 y subsanado con fecha 12.09.07, el Presidente del Comité Especial de la Licitación Pública por Subasta Inversa Presencial N.º 003-2007-CE-SI-CORP/MML formuló una consulta en el marco de la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, que para efectos de la presente Opinión denominaremos “la Ley” y “el Reglamento”, respectivamente. 

Al respecto, cabe señalar que atendiendo a la funciones y facultades previstas en los artículos 45º y 52º del Reglamento, el Comité Especial es el órgano encargado de la conducción de los procesos de selección, por lo que las decisiones que adopte dentro de cada proceso son de su exclusiva responsabilidad y autonomía.

2. 
CONSULTAS Y ANÁLISIS

En el presente caso, la consulta se formuló, literalmente, en los siguientes términos:

“1. ¿Se debe revocar el consentimiento de la buena pro a un postor que se le otorgó en una subasta inversa presencial, a pesar que la constancia presentada en la propuesta técnica estaba vigente pero al momento del registro en el SEACE el postor se encontraba no inscrito?

2. En caso de participar dos postores, ¿se le debe adjudicar la buena pro al que ocupó el segundo lugar, y quedar consentida en el mismo acto, en aplicación del segundo párrafo del artículo 137 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado? ¿Cuál sería el procedimiento a seguir?”

En la medida que los planteamientos de la Entidad no son claros, este Consejo Superior se pronunciará sobre los supuestos previstos en la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado para dejar sin efecto el otorgamiento de la buena pro, los efectos de la inscripción en el Registro Nacional de Proveedores y los requisitos para el consentimiento de la buena pro.

Sobre el particular, cabe señalar lo siguiente:

2.1. De conformidad con lo establecido en el artículo 8º de la Ley  y el artículo 7.9 del Reglamento, para presentar propuestas en un proceso de selección, los postores deben haberse inscrito previamente en el Registro Nacional de Proveedores (RNP) y no estar incursos en alguno de los impedimentos establecidos en el artículo 9º de la Ley.
2.2. El artículo 75º del Reglamento establece que dentro del sobre de la propuesta técnica como mínimo debe presentarse, entre otros documentos, una copia simple del Certificado de inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores. En ese sentido, si al momento de la presentación de propuestas la inscripción en el Registro Nacional de Proveedores no está vigente, corresponde la descalificación del postor, procediendo a devolver el sobre económico.
En el caso particular de la subasta inversa presencial, el artículo 20º del  Reglamento de Subasta Inversa Presencial, aprobado mediante Resolución N.º 094-207-CONSUCODE/PRE, señala que dentro del acto público –donde se realiza la presentación de propuestas, puja y otorgamiento de la buena pro en un solo acto– corresponde al Comité Especial verificar que en el sobre de habilitación los postores hayan presentado copia simple de inscripción vigente del Registro Nacional de Proveedores, debiendo descalificarse a los postores que no hubieran cumplido con dicho requisito legal. Por lo tanto, dichos postores no podrían participar en el acto de puja o mejora de precios y menos aún resultar favorecidos con el otorgamiento de la buena pro.

2.3. Ahora bien, en el supuesto que se hubiera admitido y otorgado la buena pro a la propuesta de un postor que no contaba con inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores a la fecha de presentación de ofertas, corresponde a la Entidad, a través de su Titular o máxima autoridad administrativa, declarar de oficio la nulidad del referido otorgamiento de la buena pro.
En efecto, conforme lo señala el artículo 57º de la Ley, devienen en nulos los actos administrativos que contravengan las normas legales o prescindan de las normas esenciales del procedimiento, debiendo expresarse en la Resolución que se expida la etapa a la que debe retrotraerse el proceso, esto es, hasta antes de haberse configurado el vicio que provocó la nulidad. 
En el supuesto que la situación descrita en el numeral 2.2 se haya dado en una subasta inversa presencial, la nulidad también alcanza a la puja,  pues el desarrollo de este acto depende de las mejoras de precios que pueden ofertar competitivamente los postores habilitados a participar durante dicha etapa. 

2.4. De otra parte, cabe señalar que conforme lo prescribe el artículo 137º del Reglamento, la regla general es que el consentimiento de la buena pro se producirá a los ocho (08) días hábiles de la notificación, siempre que se haya presentado dos o más propuestas y, excepcionalmente, en caso de haberse presentado una sola oferta, el consentimiento de la buena pro se produce el mismo día de su notificación. En ese sentido, si se ha presentado más de una propuesta y se descalifica a uno de los postores, una vez que se otorgue la buena pro, ésta quedará consentida cuando transcurra ocho (08) días hábiles sin que ningún postor ejerza su derecho de impugnar. 
2.5. Finalmente, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 297º del Reglamento, las Entidades deben poner en conocimiento del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado los hechos que puedan dar lugar a la aplicación de las  sanciones de inhabilitación, conforme lo establece las causales del artículo 294º del Reglamento, siendo que su numeral 5) señala que constituye causal de sanción administrativa cuando los proveedores participen en procesos de selección o suscriban contratos sin contar con inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores. 

3. CONCLUSIONES

3.1. Si al momento de la presentación de propuestas, la inscripción en el Registro Nacional de Proveedores no está vigente, corresponde la descalificación del postor. En el caso de una subasta inversa presencial, debería descalificarse a los postores que no cumplan con acreditar dentro del sobre de habilitación que cuentan con inscripción vigente del Registro Nacional de Proveedores. 
3.2. En el  supuesto que se hubiera admitido y otorgado la buena pro a la propuesta de un postor que no contaba con inscripción vigente en el Registro Nacional de Proveedores a la fecha de presentación de propuestas, corresponde a la Entidad declarar de oficio la nulidad del referido acto, conforme lo establece el artículo 57º de la Ley
.

3.3. Tratándose de una subasta inversa presencial, la nulidad alcanzará a la puja, pues el desarrollo de este acto depende de las mejoras de precios que pueden ofertar competitivamente los postores habilitados a participar durante dicha etapa. 

3.4. Respecto del consentimiento de la buena pro, cuando se haya presentado más de una propuesta, la buena pro quedará consentida cuando transcurra ocho (08) días hábiles sin que ningún postor ejerza su derecho de impugnar.
Jesús María, 29 de octubre de 2007
JPE/.
� De conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el numeral 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior están referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el presente análisis será desarrollado con referencia a hechos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� El artículo 57º de la Ley establece que son nulos los actos administrativos cuando hayan sido dictados por órgano incompetente, contravengan las normas legales, contengan un imposible jurídico, o prescindan de las normas esenciales del procedimiento o de la forma prescrita por la normatividad aplicable.





